Boletín N° 2.633-07 (S).


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre indulto general, con motivo del Jubileo 2000.


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción de los miembros de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, Senadores señores Mario Ríos Santander, Hosaín Sabaj Castillo, Enrique Silva Cimma, José Antonio Viera Gallo Quesney y Beltrán Urenda Zegers.


	Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión tuvo a la vista un comentario del Ministerio de Justicia sobre un informe evacuado por Gendarmería de Chile, el que también se tuvo a la vista, relativo a los alcances del proyecto.





	Asimismo, contó con la colaboración de las siguientes personas:





	- R. P. Nicolás Vial Saavedra, Capellán Nacional de Gendarmería, representante del Presidente de la Conferencia Episcopal.





	- Doña Yolanda Solís, abogada, asesora jurídica de la Iglesia Católica.





	- Don Marcos Lizama Berríos, abogado, Jefe del Departamento Jurídico de Gendarmería.


	- Don Francisco Maldonado Fuentes, abogado jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia.





I. Antecedentes





	De acuerdo con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 62 de la Constitución Política, las leyes sobre amnistías y sobre indultos generales sólo pueden tener origen en el Senado.


El numeral 16 del artículo 60 de la Constitución menciona, entre las materias de ley, las que conceden indultos generales y amnistías,. aclarando que las leyes que los concedan requerirán siempre de quórum calificado, salvo respecto de los delitos terroristas, en que el quórum se eleva a las dos terceras partes de los Diputados y Senadores en ejercicio.


	En consecuencia, los artículos 1°, 2°,  6°, inciso primero, y 7°, deberán ser aprobados, como normas de quórum calificado, con el voto conforme de la mayoría absoluta de los Diputados en ejercicio.


	En cambio, el inciso segundo del artículo 6°, que extiende el indulto general a los condenados privados de libertad por infracciones a la ley sobre conductas terroristas que padezcan de alguna enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, que les impida desplazarse por sus propios medios, � requiere para su aprobación, del voto conforme de los dos tercios de los Diputados en ejercicio.


En estrecha relación con el precepto constitucional, el artículo 93 del Código Penal establece en su ordinal 4° que la responsabilidad penal se extingue por el indulto, que sólo remite, total o parcialmente, la pena impuesta por sentencia ejecutoriada,  o la conmuta por otra; pero no quita al favorecido el carácter de condenado para los efectos de la reincidencia o nuevo delinquimiento y demás que determinan las leyes.


Sobre el tema de los indultos generales, podemos recordar que las primeras siete leyes, dictadas entre los años 1823 y 1944, tuvieron como fundamento la celebración o conmemoración de hechos relevantes de nuestra historia patria. 


La ley de 18 de agosto de 1823, la instalación del Congreso Nacional.


La ley de 14 de julio de 1826, la constitución de la República de Chile en sistema federal.


La ley de 31 de mayo de 1839, la celebración de la jornada de Yungay y la terminación de la guerra contra la Confederación  Perú-Boliviana, rebajándose una cuarta parte de la condena.


La ley N° 2369, de 1910, el Centenario de la Independencia Nacional.


La ley N° 3362, de 1918, el Centenario de la Batalla de Maipo.


Las dos leyes siguientes, la N° 7425, de 1943, y la N° 8052, de 1944, tuvieron como fundamento el poner término al denominado “Proceso Monstruo”, del Juzgado de Temuco, que fue un proceso criminal voluminoso en el cual era imposible dictar sentencia de término, que beneficiaron a diez y a cinco reos presos, respectivamente.


A partir del año 1971 a 1990 dichas iniciativas se concibieron como un estímulo a la reinserción social de los condenados y al reconocimiento de la crisis del sistema carcelario como elemento idóneo para la rehabilitación de los reclusos a fin de impedir la reiteración de conductas delictivas.


La ley N° 17.462, de 1971, buscó estimular un cambio en la actitud del recluso y convencerlo que su posición frente a la sociedad debe ser la de todo ciudadano dispuesto a integrarse al esfuerzo común.


La ley N°18.085, de 1981, tuvo como fundamento ofrecer un estímulo para la rehabilitación de los condenados y proporcionarles una nueva oportunidad de rehacer sus vidas.


Las leyes Nos 18.249, de 1983, 18.488, de 1986, y 18.596 tuvieron un fundamento similar.


La ley N° 18.978, de 1990, tuvo como fundamento la crisis que afectaba al sistema carcelario y sirvió para advertir la urgencia que reviste una solución definitiva que tienda a una mayor coherencia entre la magnitud de la falta y el objetivo de la pena, haciendo al Estado capaz de proporcionar recintos idóneos para una reclusión rehabilitadora. Además, la petición que hiciera el Papa Juan Pablo II, quien en aras de lograr la reconciliación de los chilenos, solicitó se dictara un indulto general para favorecer a una parte importante de la población penal.


De las anteriores, las últimas cinco leyes concedieron rebajas de uno a dos años de sus condenas a todos los que, a la fecha de su publicación, se hallaban condenados por sentencia ejecutoriada y cumpliendo sus penas.


II. Fundamentos del proyecto.


	Según se expresa en la moción en informe, ella se funda en la solicitud de especial benevolencia hacia la población penal, formulada por la Conferencia Episcopal de Chile en el contexto del Año Santo Jubilar 2.000 y que se funda en el llamado efectuado por S.S. el Papa Juan Pablo II en su “Mensaje para el Jubileo en las Cárceles", en el cual, dirigiéndose a las autoridades, implora una señal de clemencia a favor de todas las personas privadas de libertad mediante una reducción de sus penas.


	Esta petición se sustenta, además, en el hecho que los recintos carcelarios distan mucho de ser los más adecuados para la rehabilitación de quienes se encuentran recluidos en ellos, toda vez que su capacidad se encuentra sobrepasada por una ingente población penal, carecen de la infraestructura adecuada y el personal dedicado a su resguardo es insuficiente.


Los autores de la moción pretenden con ella realizar los esfuerzos necesarios para llevar a cabo una medida de carácter humanitario, conciliando el elevado espíritu que la anima con la firmeza necesaria frente a la delincuencia, a fin de evitar que el impulso parlamentario de esta especie pueda interpretarse como una señal equívoca de tolerancia hacia conductas sancionadas como ílícitas por el ordenamiento jurídico vigente.


	Expresan , por razones de conveniencia, su propósito de restringir el alcance del presente proyecto y beneficiar con él sólo a personas que han sido condenadas por delitos de menor gravedad, en cuanto no se encuentren cumpliendo más de una condena y no se trate de reincidentes, o que sean de avanzada edad, madres de hijos menores de edad, o presenten un estado de salud irrecuperable que les impida realizar algún tipo de actividad.


	Terminan precisando que, históricamente, el indulto se ha aplicado en el país en trece oportunidades, en un principio, con ocasión de la celebración de hitos de nuestra historia patria y, más recientemente, como estímulo a la reinserción social de los condenados y al reconocimiento de la crisis del sistema carcelario como elemento idóneo para la rehabilitación de los reclusos.


	No ha de olvidarse, por lo demás, que la carencia de una infraestructura adecuada; la falta de personal de resguardo y la sobrepoblación penal, son todas condiciones que atentan seriamente contra la posibilidad de una real y efectiva rehabilitación de los condenados. Así, en la mayoría de los casos, los centros de reclusión sólo proporcionan condiciones inhumanas, que importan, en sí mismas, la aplicación de un castigo adicional que excede al legalmente propuesto para la infracción penal de que se trata: un exceso de sufrimiento se suma al que ocasiona la privación de libertad, de por sí dolorosa.


	Por eso mismo y como una forma de proporcionar recintos idóneos para una reclusión rehabilitadora y digna, se propone mantener en los centros carcelarios sólo a aquellos individuos que revisten un real peligro para la sociedad.





III. Idea matriz o fundamental y contenido del proyecto.





La idea matriz o fundamental del proyecto es otorgar un indulto general a los condenados por sentencia ejecutoriada que estuvieren cumpliendo sus condenas, en las condiciones que el proyecto expresa.


Con el fin de materializarla, se propone un proyecto de ley que consta de siete artículos, por el cual:


	Por el artículo 1° se concede un indulto general a los condenados por sentencia ejecutoriada a penas privativas o restrictivas de libertad que tengan una duración igual o inferior o cinco años que, a la fecha de publicación de esta ley las estuvieren cumpliendo, sea en forma efectiva o acogidos a alguno de los beneficios contemplados en la ley Nº 18.216, que consagra medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, como la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna o la libertad vigilada, en los siguientes términos:


a) La pena se reduce en dos meses por cada año o fracción igual o superior a seis meses.


b) y c) A  los condenados mayores de 70 años y a las internas que tengan la calidad de madres de hijos menores de 18 años, se les concede una rebaja adicional de seis meses. 


d) A los condenados por cualquier causa, mayores de 80 años, se les otorga un indulto general total.





Por el artículo 2° se dispone que en el evento de que alguno de los beneficiarios hubiere obtenido previamente la reducción de su condena por indulto u otra causa, la rebaja de pena operará en relación con la pena reducida.





De acuerdo con los artículos 3° y 5°, los beneficios que otorga el artículo 1° no proceden respecto de los condenados que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:


— Estén cumpliendo más de una condena.


— Tengan la calidad de reincidentes.


— Hayan sufrido la revocación del beneficio de la libertad condicional. 


En el mismo artículo 3° se establece que los beneficios del artículo 1° tampoco procederán respecto de los condenados por alguno de los siguientes crímenes o simples delitos:


Secuestro.


Robo con violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas.


Sustracción y corrupción de menores.


Aborto.


Violación.


Abusos deshonestos. �


Sodomía.


Delitos previstos en los artículos 361 a 367 del Código Penal. �


Conducción en estado de ebriedad causando la muerte.


Homicidio.


Incomunicaciones indebidas o arrestos o detenciones arbitrarias, que sanciona el artículo 150 del Código Penal.


Vejaciones injustas o apremios ilegítimos o innecesarios en contra de las personas por un empleado público, que sanciona el artículo 255 del Código Penal.


Contra la seguridad exterior y soberanía del Estado, contemplados en el título I del Libro II del Código Penal.


De asociación  ilícita, sancionados en el párrafo décimo del título VI del Libro II del Código Penal.


Contra la soberanía y seguridad exterior del Estado, tipificados en el título II del Libro III del Código de Justicia Militar. 


Contra la seguridad del Estado, previstos en la ley N° 12.927.


Los relativos a la ley N° 17.798, sobre control de armas.


Las conductas terroristas previstas en la ley N° 18.834.


Tráfico ilícito de drogas y estupefacientes, sancionado en las leyes Nos. 18.403 y 19.336.





	Por el artículo 4° se precisa que quedarán siempre exceptuados de las rebajas de penas aquellos delitos que hubieren producido muerte, lesiones graves o gravísimas o las víctimas sean menores de edad.





Por el artículo 6° se concede un indulto general, consistente en la condonación de todo el saldo de la pena que reste por cumplir, a los condenados que padezcan una enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, que signifique su postración, en cuanto su condena no haya sido motivada por infracciones a la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.


En el mismo artículo se concede un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de la pena que reste por cumplir por la de extrañamiento, a los condenados por infracciones a la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, que padezcan una enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, que signifique su postración.





Por el artículo 7° se dispone que los beneficiados por el indulto que cometieren algún crimen o simple delito durante el tiempo que les hubiere restado para el cumplimiento de su condena, deberán sumar a la nueva pena que les corresponda, el período rebajado por medio  del indulto.





IV. Discusión del proyecto .





a) Informe del Ministerio de Justicia y de Gendarmería de Chile.


La Comisión concedió especial relevancia a la información emanada del Ministerio de Justicia y de Gendarmería de Chile respecto al volumen de la población penal que se vería alcanzada por los efectos de la aplicación de esta normativa, distinguiendo al efecto entre población penal recluida y en el medio libre. 


Dicha información incluye cifras del total de población penal condenada a agosto de 2.000; población penal condenada a penas inferiores a cinco años; número de condenados por delitos excluidos de las propuestas de indulto; porcentaje de reincidentes; número de internos beneficiados por el indulto y número de internos cuyo egreso se produciría en forma inmediata por efecto del indulto. 


Asimismo, contempla cifras respecto de condenados mayores de 60, 70 y 80 años de edad.


Por considerarlo de interés, se consignan a continuación algunos datos estadísticos sobre la población penal alcanzada por los efectos del proyecto, tanto respecto de la población recluida como la que goza de alguna de las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de la libertad, previstas en la ley N° 18.216.





Población recluida:





Total población condenada a agosto de 2000�
Población condenada a penas inferiores a 5 años�
Delitos excluidos�
Porcentaje de reincidentes�
Número de internos beneficiados por el indulto�
Número de internos con egreso inmediato�
�
16.810�
7.885�
3.919�
57,6�
1.669�
611�
�



Población favorecida con los beneficios de la ley N° 18.216:





Total población condenada a agosto de 2000�
Número condenados por delitos excluidos�
Número reincidentes (condenados en reclusión nocturna)�
Número de internos beneficiados por el indulto�
�
32.621�
6.198�
1.798�
26.423�
�
Cabe señalar que en relación con el otorgamiento de un indulto general destinado a beneficiar a internos enfermos o discapacitados postrados, se tuvo presente la información proporcionada por el Servicio de Gendarmería, que da cuenta de un universo de reclusos con las características señaladas, ascendente a nueve casos.


No existen recluidos mayores de 80 años de edad.


Dicho organismo no dispone de antecedentes estadísticos sobre mujeres con hijos menores de 18 años de edad.


b) Opinión de las personas invitadas a exponer.


1) El Padre Nicolás Vial Saavedra, Capellán Nacional de Gendarmería señaló que el mensaje del Santo Padre para el jubileo de las cárceles buscaba que su espíritu hiciera llegar el signo de la bendicíón y bondad de Dios a todas las personas en problemas, marginadas o en situación desmejorada. Por ello, el trabajo efectuado por los especialistas de la Iglesia buscaba favorecer tanto a los condenados internos como a aquellos que gozaran de alguno de los beneficios establecidos en la ley 18.216, sobre cumplimiento alternativo de las penas. En tal sentido, el proyecto aprobado por el Senado no recoge el deseo de la Iglesia, toda vez que rebaja excesivamente la concesión de beneficios particulares a quienes están privados de libertad, quedando buena parte de los internos, responsables de delitos menores y primerizos, al margen de ellos. Sostuvo que aunque el proyecto original de la Iglesia, se había empezado a tratar con la Comisión correspondiente del Senado desde hace ocho meses atrás, incluyendo en ello diversos acuerdos, no era posible hablar de un incumplimiento por parte de esa instancia legislativa, sino únicamente de una rebaja de los beneficios inicialmente propuestos.


2) La señora Yolanda Solís, abogada, asesora jurídica de la Iglesia Católica, hizo presente que el texto aprobado por el Senado dificultaba mucho la concreción del espíritu del jubileo por cuanto, en la práctica, beneficiaría únicamente a las personas favorecidas por las disposiciones de la ley Nº 18.216 y porque en lo relativo al total de tiempo remitido, éste no excedería de un año. Recordó que se había propuesto una rebaja adicional de un año para los condenados mayores de 60 años e igual disminución de pena para los reincidentes que estuvieren cumpliendo una segunda condena por robo con fuerza o hurto, siempre que se allanaren a indemnizar  a las víctimas. El Senado, en cambio, aumentó a 70 años el tope de edad y disminuyó a seis meses la rebaja de la condena y no consideró la proposición respecto de los reincidentes.


Señaló, asimismo, que se habían propuesto diversos acuerdos inspirados también en los beneficios jubilares, relativos al efectivo tratamiento de los internos exentos de responsabilidad por estar afectados por anomalías psíquicas; la eliminación del prontuario penal en los certificados de antecedentes, cuestión que constituye una verdadera segunda condena; la creación de condiciones adecuadas para que los condenados a penas no aflictivas, puedan ejercer el derecho a sufragio; permitir el intercambio de penados para el cumplimiento de las condenas en los países de origen, todo lo cual es susceptible de alcanzarse por la vía reglamentaria.


3) El señor Marcos Lizama Berríos, abogado jefe del Departamento Jurídico de Gendarmería, en su exposición se limitó a señalar las observaciones técnicas que le merecían las disposiciones aprobadas por el Senado, motivo por el cual se tratarán en el capítulo de la discusión en particular.


	4) El señor Francisco Maldonado Fuentes, abogado jefe de la División   Jurídica del Ministerio de Justicia, efectuó una proyeccción de los efectos del texto del Senado en la población penal, señalando que la iniciativa rebajaba en dos meses por año las penas iguales o inferiores a cinco años, por lo que el mayor descuento o rebaja alcanzaba a diez meses. Asimismo, dentro de la proyección efectuada sobre la base del informe de Gendarmería, era posible llegar a cifras estimativas muy cercanas a la realidad, por cuanto, prescindiendo de situaciones individuales, si del total de 17.027 personas internas se descuentan las condenadas a más de cinco años, restan 7.987 personas, cantidad a la que deben quitarse los reincidentes y los autores de delitos excluidos, quedando un total de 1.547 personas internas beneficiadas, de las cuales 618 podrían salir en libertad de inmediato.


	En lo relativo a los condenados que cumplen en el medio libre sus penas, los que suman un total de 31.729, cantidad a la que habría que descontar los reincidentes y los convictos por delitos excluidos, resultarían beneficiadas con la rebaja 25.857 personas.


	Por último, señaló que de los ilícitos más comunes, sin considerar en ellos a los delitos excluidos, resultaría un total de 34 figuras delictivas que podrían quedar incluidas en el indulto. 	


	c) Discusión en general.


El Diputado señor Espina señaló entender la posición de la Iglesia en cuanto a que, como efecto del jubileo, se manifestara partidaria de ampliar los beneficios que concede el proyecto aprobado por el Senado, pero expresó no compartir tal propósito. Dijo estar conforme con el texto propuesto y estar dispuesto a aprobarlo en general y en particular de inmediato, pero si se posponía la aprobación en particular, circunstancia que abría la posibilidad de modificaciones, prefería abstenerse.


La Comisión, no obstante la prevención anterior, manifestó su conformidad en general con la iniciativa y en base a las consideraciones de hecho y de derecho que cabe tener en cuenta para la adecuada comprensión de un proyecto de ley, procedió, junto con  postergar su estudio en particular, a aprobar la idea de legislar por mayoría de votos.( 7 votos a favor, ninguno en contra y 1 abstención).


d) Discución en particular.


Acto continuo, la Comisión procedió a analizar el articulado del proyecto, adoptando los acuerdos que pasan a expresarse.


Artículo 1°


	Otorga un indulto general a las personas que estuvieren cumpliendo sus penas, sea en forma efectiva o acogidos a alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.


	La Comisión, en razón de efectuar un estudio más acucioso de esta disposición, acordó dividir la votación, refiriéndola por separado al encabezamiento y a cada una de las letras que la componen:


	En lo que se refiere al encabezamiento, el representante de Gendarmería de Chile sostuvo que la redacción de la disposición era poco clara, puesto que al aludir al cumplimiento efectivo de las penas se suscitarían dudas acerca de si el indulto favorece o no a los beneficiarios de la salida controlada al medio libre y a los libertos condicionales. Estimó preferible, por lo mismo, tal como se ha hecho en casos anteriores, aludir sólo a quienes “se encuentren cumpliendo sus penas”.


	  Señaló, asimismo, que por la forma en que se ha concebido y redactado, el proyecto excluye de la posibilidad de acceder a los beneficios que se conceden, a gran parte de los usuarios de las medidas alternativas de la ley N° 18.216 y, en especial, a la totalidad de los beneficiarios de reclusión nocturna, sin que se aprecie la existencia de un criterio de política criminal en que se funden estas exclusiones, habida consideración de que todas estas personas se encuentran cumpliendo sus penas en el medio libre, precisamente, porque no revisten peligrosidad.


               Acogiendo estas prevenciones, los Diputados señora Soto y señores Krauss y Elgueta presentaron una indicación para eliminar las expresiones "sea en forma efectiva", modificación que permitiría, según explicaron, eliminar toda duda acerca de la aplicación del indulto a los beneficiarios de la ley N° 18.216.


	  La Comisión concordó con los fundamentos de la indicación, pero estimó más apropiado mencionar las distintas situaciones que podrían darse en lo que se refiere al cumplimiento de las penas y optó, por unanimidad, substituir las expresiones " estuvieren cumpliendo sus penas, sea  en forma efectiva" por las siguientes: " estuvieren cumpliendo efectivamente sus penas, en libertad condicional...".


	Letra a)


	Reduce en dos meses por cada año o fracción igual o superior a seis meses las penas iguales o inferiores a cinco años.


	El representante de Gendarmería señaló que la reducción de la pena en la forma señalada, dejaba fuera a las personas que hayan sido condenadas a penas de corta duración, inferiores a seis meses, lo que no parecía acorde con el espíritu del proyecto y eliminaría una de las posibilidades de descongestión de los establecimientos penitenciarios.


	Atendiendo esta observación, los Diputados señora Soto y señores Krauss y Elgueta, presentaron una indicación para agregar un nuevo párrafo a esta letra del siguiente tenor:


	"En el caso de penas privativas o restrictivas de la libertad que sean inferiores a seis meses, operará una reducción única de treinta días.".


	Se aprobó la indicación, conjuntamente con la letra,  por unanimidad.


	Letra b)


	Concede una reducción adicional de seis meses a los mayores de 70 años.


	En lo que respecta a esta rebaja, el representante de Gendarmería estimó más prudente hacer mención a las personas que a la fecha de publicación de esta ley tuvieren 70 años o más, por considerar que ello facilitaría la aplicación del indulto.


	Sobre este punto, se suscitó un debate en la Comisión acerca de la conveniencia de fijar una referencia para la determinación de la fecha en que debería cumplirse el requisito de edad que establece esta letra, señalándose que debería ser la fecha de promulgación de la ley o la de la publicación de la misma.


	Finalmente, primó la opinión de los Diputados señores Espina y Walker en el sentido de que la referencia lógica debe ser la fecha de publicación como efecto de la aplicación de las normas establecidas en los artículos  6º, 7º y 8º  del Código Civil, siendo, por tanto, innecesario señalarlo en el texto.


	No obstante lo anterior, la Comisión junto con aprobar la letra en los mismos términos propuestos por unanimidad, convino, asimismo, en dejar constancia de que en virtud de las disposiciones legales citadas, el requisito de edad, es decir, tener más de 70 años, debería cumplirse a partir de la fecha de publicación como ley de este proyecto en el Diario Oficial.


	Letra c)


	Concede a las madres condenadas, con hijos menores de 18 años, una rebaja adicional de seis meses.	


	El representante de Gendarmería observó la redacción de esta letra por cuanto, a su parecer, sólo serían beneficiadas quienes fueren madres de más de un hijo, por lo cual recomendó revisar la disposición.


 	Recordó, además, que la ley N° 18.978, concedió a las madres condenadas una rebaja adicional de tres meses por cada hijo vivo, legítimo o natural, menor de 18 años.


	La Comisión coincidió con la observación y, por unanimidad, acordó intercalar entre las palabras "tuvieren" e "hijos" las expresiones "uno o más".


	Letra d).


	Otorga un indulto general a todo condenado mayor de 80 años, sea cual fuere la causa de la condena.


	El Diputado señor Espina se mostró contrario a esta letra por dos razones: la primera por cuanto no parecía lógico señalar en ella que el indulto favorecería a toda persona mayor de 80 años  cualquiera fuera la causa de su condena, si al mismo tiempo el artículo 3º del proyecto establecía las excepciones a tal beneficio. Es decir, habría una contradicción por cuanto los condenados por cualquiera de los delitos mencionados en el artículo 3º no podrían beneficiarse con el indulto aun cuando tuvieren más de 80 años., y la segunda, porque, a su parecer, la disposición resultaba contradictoria con la legislación sobre abolición de la pena de muerte que la Comisión estudiaba en otro proyecto. En efecto, se buscaba por esta última iniciativa substituir la pena capital por la de presidio perpetuo calificado, sanción que impedía al condenado pedir o acceder a cualquier beneficio antes de 40 años, de tal manera que si una persona de 60 años de edad se hacía acreedora a esta pena, no tendría posibilidad alguna de obtener la libertad o algún  otro beneficio hasta después de cumplir un siglo de vida. En cambio, la disposición en análisis permitiría obtener la libertad total por el sólo hecho de tener 80 años de edad, cualquiera fuera la causa de la condena. Estimó que esto último no guardaba coherencia con lo anterior.


	La Comisión se inclinó en un principio por mantener la norma con distinta redacción en un artículo aparte, no afectado por las excepciones del artículo 3º, pero, finalmente, convino, por unanimidad, en suprimir la letra.











	


Artículo 2°


	Dispone que si el condenado hubiere obtenido con anterioridad reducción de su condena por indulto u otra causa, la rebaja que esta ley contempla operará sólo respecto de la pena reducida.


	El representante de Gendarmería de Chile juzgó necesario aclarar qué otra causa podría motivar la rebaja de condena a que se alude, toda vez que nuestro ordenamiento penal no contempla otra forma de rebaja que los indultos generales o particulares, debiendo señalarse que la prescripción gradual o media prescripción no es propiamente una rebaja de condena sino una modificación ordenada por sentencia judicial. �


	La Comisión no compartió esta observación, pues la causa expresada no es la única por la cual se puede producir una rebaja de condena, como sucede, por vía ejemplar, cuando, por aplicación del principio in dubio pro reo, consagrado en el artículo 18 del Código Penal, el tribunal de primera instancia que hubiere dictado la sentencia condenatoria ejecutoriada debe modificarla, si es que la ley exime el hecho de toda pena o le aplica una menos rigurosa, sea que se haya cumplido o no la condena impuesta.


	En consecuencia, mantuvo, por unanimidad,  la redacción propuesta por el Senado.


Artículo 3°


	Indica los casos en que no serán procedentes los beneficios que otorga el artículo 1°.


	Su inciso primero menciona, entre ellos, los condenados que estuvieren cumpliendo dos o más condenas o tuvieren la calidad de reincidentes o que lo hayan sido por determinados delitos.


	Respecto de los condenados que estuvieren cumpliendo dos o más condenas, el representante de Gendarmería hizo presente que, salvo contadas excepciones, relativas principalmente a las medidas alternativas de la ley N° 18.216, las penas se cumplen sucesivamente, por lo que resulta prácticamente imposible que una persona se encuentre cumpliendo simultáneamente más de una pena, por lo que la norma resultaría inaplicable.


	Señaló, además, que debería quedar suficientemente claro que se alude a las personas que se encuentren condenadas a penas diversas por más de una sentencia, puesto que es posible y frecuente que una persona se encuentre condenada a más de una pena por una misma sentencia, cuestión que no necesariamente la excluye de los beneficios del proyecto. No debe olvidarse que también es posible que en un mismo proceso se dicte más de una sentencia respecto de una misma persona.


	Agregó, asimismo, respecto del último de los delitos excluidos, el de homicidio, que por el hecho de estar señalado, al igual que los restantes de este inciso, de un modo específico y singular, no como un título del Código Penal, como se hace en el inciso siguiente, induciría a concluir que no se exceptúan del indulto los delitos de parricidio, homicidio calificado y homicidio en riña, aún cuando, en realidad, la mención del homicidio en este inciso parecía redundante, toda vez que el artículo 4º deja fuera del indulto a aquellos delitos que conllevan la muerte.


	Por último, observó la redacción de este inciso, por cuanto al emplear los términos "condenados por delitos de..." inducía a confusión, razón por la que parecía más acertado referirse a tales ilícitos como uno o más de ellos.


	La Comisión consideró que el término homicidio estaba empleado en sentido genérico y, luego de acordar dividir la votación por incisos, procedió a analizar una indicación de los Diputados señora Soto y señores Krauss y Elgueta destinada a reemplazar, en atención a las observaciones formuladas,  el inciso primero por el siguiente:


	“ No procederán los beneficios que otorga el artículo 1° de esta ley respecto de quienes estuvieren cumpliendo o tuvieren que cumplir dos o más condenas impuestas por sentencias distintas que, a la fecha de promulgación de esta norma, se encontraren ejecutoriadas. Asimismo, tampoco procederán los beneficios aludidos respecto de los que tuvieren la calidad de reincidentes o se encuentren condenados por los delitos de secuestro, robo con violencia  o intimidación en las personas o fuerza en las cosas, sustracción o corrupción de menores, aborto, violación, abusos deshonestos, sodomía, los contemplados en los artículos 361 a 367 del Código Penal y conducción en estado de ebriedad causando la muerte u homicidio.”


	La Comisión coincidió con los términos de la indicación y acordó acogerla por unanimidad, sin perjuicio de alterar su redacción para precisar que la comisión de uno sólo de los delitos mencionados da lugar a la exclusión, como también para agregar, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 4º, entre los delitos excluidos, la conducción en estado de ebriedad causando lesiones graves o gravísimas. Asimismo, siguiendo la idea sentada al tratar el artículo 2°, substituyó los términos “fecha de promulgación” por “fecha de publicación”.


	En consecuencia, aprobó por unanimidad la siguiente redacción para el inciso primero:


	" No procederán los beneficios que otorga el artículo1º de esta ley, respecto de quienes estuvieren cumpliendo o tuvieren que cumplir dos o más condenas impuestas por sentencias distintas que, a la fecha de publicación de esta norma se encontraren ejecutoriadas. Asimismo, tampoco procederán los beneficios aludidos respecto de los que tuvieren la calidad de reincidentes o se encuentren condenados por uno o más de los delitos de homicidio, secuestro, robo con violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas, sustracción o corrupción de menores, aborto, violación, abusos deshonestos, sodomía, los contemplados en los artículos 361 a 367 del Código Penal y conducción en estado de ebriedad causando la muerte o lesiones graves o gravísimas.”.


	En el inciso segundo de este artículo, el representante de Gendarmería señaló que se excluía del beneficio a todos los condenados por la ley de control de armas, lo que eliminaría a buena parte de las personas afectadas por penas de corta duración, en su mayoría beneficiadas con alguna de las medidas alternativas de la ley N° 18.216 y que, por ende, no representan ninguna peligrosidad.


	Agregó que en tal situación se encuentran, por ejemplo, los condenados sólo por porte ilegal de arma de fuego, circunstancia que haría recomendable hacer una remisión sólo a los delitos tipificados en esta ley que revisten mayor gravedad.


	Igual opinión sustentó el Diputado señor Elgueta respecto de la inclusión de todos los delitos contemplados en la Ley de Seguridad del Estado.


	La Comisión se manifestó contraria a la idea de hacer distingos, especialmente en el caso de la ley Nº 12.927 por considerar que en tal normativa se incluían conductas de mucha peligrosidad, procediendo, por tanto, a aprobar este inciso, en iguales términos, por unanimidad.





Artículo 4°


	Dispone que quedan exceptuados de las rebajas de penas aquellos delitos que hubieren producido muerte, lesiones graves o gravísimas, o en que las víctimas sean menores de edad.


	El Diputado señor Bartolucci señaló la necesidad de precisar la extensión del término delito, toda vez que también existe la posibilidad de que la muerte y las lesiones graves o gravísimas sean el resultado de un cuasi delito e, incluso, que un menor resulte afectado como consecuencia de su comisión.


	La Comisión, luego de un largo debate, en que dejó establecido que la conducción en estado de ebriedad, con independencia de sus resultados, se encuentra tipificada como delito en razón de la situación de peligrosidad que encierra, acordó, por unanimidad, mantener la redacción de la norma, dejando expresa constancia que entendía el término "delito" en sentido estricto, es decir, con exclusión de la figura del cuasi delito.





Artículo 5°


	Dispone que no podrán gozar de este beneficio los que habiendo obtenido la libertad condicional ésta les hubiera sido revocada.


           Se aprobó, sin debate, por unanimidad, sólo con enmiendas formales.





Artículo 6°





Concede indulto general, consistente en la condonación total de las penas que les resten por cumplir, a los condenados que padezcan alguna enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, que les impida desplazarse por sus propios medios “debidamente comprobada”.


Gendarmería, en su informe, considera que en este artículo falta por aclarar cuál es la autoridad médica encargada de certificar la incapacidad absoluta de desplazamiento a que se alude como también la época en que debe existir la invalidez.


Los Diputados señora Soto y señores Krauss y Elgueta presentaron una indicación al inciso primero para precisar quien debería comprobar la efectividad de la invalidez, intercalando después de las palabras “debidamente comprobada” los términos “ mediante informe emitido por el Instituto Médico Legal”.


La Comisión, entendiendo que la invalidez debería existir al momento de publicarse como ley este proyecto y que la imposibilidad de desplazarse por medios propios se refiere a los medios naturales de la persona, acogió la indicación propuesta por unanimidad.


Respecto del inciso segundo que, en el caso de tratarse de un condenado inválido que se encuentre recluido por la comisión de un delito terrorista, dispone la conmutación de la pena por el extrañamiento, los Diputados señora Soto y señores Krauss y Elgueta presentaron una nueva indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“ En este último caso, conmútase el saldo de la pena que reste por cumplir por la de extrañamiento por ese mismo lapso de tiempo. Dicha conmutación sólo tendrá efecto una vez que se acredite en el respectivo proceso que un Estado extranjero acepta recibir en su territorio al o los beneficiados.”.


El representante del Ministerio de Justicia puntualizó los alcances de esta disposición, señalando que el texto propuesto por el Senado para este inciso, generaba un problema por cuanto al establecer la conmutación de la pena por la de extrañamiento sin condicionamiento alguno, obligaba al Estado, para los efectos de cumplir con el mandato legal, a colocar en la frontera al beneficiado, lo que significaba que si ningún otro país aceptaba recibirlo, no podría tampoco mantenerlo en prisión por habérsele ya conmutado la pena. De lo anterior entonces la justificación de la indicación por cuanto al condicionar la conmutación de la pena a la aceptación por parte de otro Estado, permitía mantener recluido al afectado en el caso de no obtenerse tal aceptación.


La Comisión acogió la indicación por unanimidad, sólo con adecuaciones de forma.


En consecuencia el texto aprobado fue el siguiente:


“ En este último caso, conmútase el saldo de la pena que reste por cumplir por la de extrañamiento. Dicha conmutación sólo tendrá efecto una vez que se acredite en el respectivo proceso que un Estado extranjero acepta recibir en su territorio al o los beneficiados.”.


Artículo 7°


	Dispone que los que después de haber sido indultados cometieren algún crimen o simple delito durante el tiempo que les hubiere restado para el  cumplimiento de su condena, sufrirán la pena que la ley señala al nuevo delito, debiendo cumplir, además, el período que se hubiere rebajado por medio del indulto.


	Los Diputados señora Soto y señores Krauss y Elgueta presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


	“ Los beneficios que concede esta ley se encuentran sujetos a la condición de que sus beneficiarios no vuelvan a cometer un crimen o simple delito durante el tiempo que le hubiere restado al cumplimiento de su condena de no haber procedido el indulto. En este caso, dichas personas sufrirán la pena aplicable al nuevo crimen o simple delito que cometieren, debiendo cumplir, además, el período que se hubiere rebajado por aplicación del indulto.”.


	El representante del Ministerio de Justicia explicó que la concesión del indulto significaba la aplicación de una causal de extinción de la responsabilidad penal, motivo por el cual si el beneficiado delinquía nuevamente dentro del plazo que le fue condonado, no existiría fundamento legal alguno para exigirle el cumplimiento del saldo de la pena que no cumplió, cuestión que la indicación pretende evitar por la vía de condicionar la concesión del indulto al hecho de no delinquir dentro del tiempo de duración de la pena original.


	Se aprobó la indicación, en los mismos términos,  por unanimidad.


V. Menciones reglamentarias.


Se hace constar, para los efectos previstos en el artículo 289 del Reglamento:


1) Que en atención a lo prevenido en el párrafo segundo del número 16) del artículo 60 de la Constitución Política de la República de Chile, los artículos 1°, 2°, 6°, inciso primero  y 7° del proyecto requieren de quórum calificado para su aprobación. El inciso segundo del artículo 6° requiere de los dos tercios de los Diputados en ejercicio, por referirse a delitos terroristas.


	Cabe señalar que el Senado aprobó los artículos 1°, 2°, 3°,4° ,5° y 7°  con quórum calificado  y todo el artículo 6° con el quórum especial de los dos tercios.


2) Que no hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


3)  Que la Comisión rechazó la letra d) del artículo 1° y desechó las siguientes indicaciones:


- la del Diputado señor Elgueta para substituir la letra a) del artículo 1° por la siguiente:


“ Redúcense en dos años las penas privativas o restrictivas de libertad, que estuvieren cumpliendo los condenados por primera vez o los menores de 18 años declarados con discernimiento.”


- la de los Diputados señora Soto y señores Krauss y Elgueta para intercalar en la letra b) del artículo 1°, entre las expresiones “que” y “tuvieren”, la frase “ a la fecha de promulgación de la presente ley”.


- la del Diputado señor Elgueta para suprimir en el inciso segundo del artículo 3° la frase: “en la ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado,”.


4) Que el proyecto fue aprobado con las siguientes adiciones o enmiendas:


	- Ha intercalado en el encabezamiento del artículo 1°, entre las palabras “esta ley, “ y “ o acogidos” la frase “ estuvieren cumpliendo efectivamente sus penas, en libertad condicional...”.


	- Ha agregado a la letra b) del artículo 1° el siguiente párrafo:


	“ En el caso de penas privativas o restrictivas de la libertad que sean inferiores a seis meses operará una reducción única de treinta días.”


	- Ha intercalado en la letra c) del artículo 1°, entre las palabras “tuvieren” e “hijos” las expresiones “uno o más”.


	- Ha suprimido la letra d) del artículo 1°.


	- Ha substituido el inciso primero del artículo 3° por el siguiente:	“No procederán los beneficios que otorga el artículo1º de esta ley, respecto de quienes estuvieren cumpliendo o tuvieren que cumplir dos o más condenas impuestas por sentencias distintas que, a la fecha de publicación de esta norma se encontraren ejecutoriadas. Asimismo, tampoco procederán los beneficios aludidos respecto de los que tuvieren la calidad de reincidentes o se encuentren condenados por uno o más de los delitos de homicidio, secuestro, robo con violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas, sustracción o corrupción de menores, aborto, violación, abusos deshonestos, sodomía, los contemplados en los artículos 361 a 367 del Código Penal y conducción en estado de ebriedad causando la muerte o lesiones graves o gravísimas.”.


	- Ha reemplazado las expresiones finales del artículo 5° “ libertad condicional se les hubiere revocado ese beneficio” por las siguientes: “ la libertad condicional, ésta les hubiere sido revocada.”.


	- Ha intercalado en el inciso primero del artículo 6°, entre las palabras “debidamente comprobada” y la conjunción “y” la frase:” mediante informe emitido por el Instituto Médico Legal”.


	- Ha reemplazado en el inciso segundo del artículo 6° la forma verbal “conmútese” por “conmútase” y ha agregado en ese mismo inciso, substituyendo el punto aparte (.) por un punto seguido, la siguiente oración:


“Dicha conmutación sólo tendrá efecto una vez que se acredite en el respectivo proceso que un Estado extranjero acepta recibir en su territorio al o los beneficiados.”.


- Ha substituido el artículo 7° por el siguiente:


           “Los beneficios que concede esta ley se encuentran sujetos a la condición de que sus beneficiarios no vuelvan a cometer un crimen o simple delito durante el tiempo que le hubiere restado al cumplimiento de su condena de no haber procedido el indulto. En este caso, dichas personas sufrirán la pena aplicable al nuevo crimen o simple delito que cometieren, debiendo cumplir, además, el período que se hubiere rebajado por aplicación del indulto.”.


VI. Texto del proyecto


En virtud de las adiciones y enmiendas introducidas en el proyecto, éste quedaría redactado en los siguientes términos:


PROYECTO DE LEY :


“Artículo 1º.- Concédese un indulto general, en la forma que a continuación se expresa, a los condenados por sentencia ejecutoriada que, a la fecha de publicación de esta ley, estuvieren cumpliendo efectivamente sus penas, en libertad condicional o acogidos a alguno de los beneficios contemplados en la ley Nº 18.216:


a) Redúcense en dos meses por cada año o fracción igual o superior a seis meses, las penas privativas o restrictivas de la libertad que tengan una duración igual o inferior a cinco años.


	En el caso de penas privativas o restrictivas de la libertad que sean inferiores a seis meses, operará una reducción única de treinta días.





	b) Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, concédese una reducción adicional de seis meses a los condenados que tuvieren más de 70 años.


c) Concédese, también, a las madres condenadas, que tuvieren uno o más hijos menores de 18 años, una reducción adicional de seis meses.





Artículo 2º.- Si el condenado hubiere obtenido, con anterioridad a la vigencia de esta ley, reducción de su condena por indulto u otra causa, la rebaja de pena establecida en el artículo anterior operará sólo respecto de la pena reducida.


	Artículo 3º.- “No procederán los beneficios que otorga el artículo1º de esta ley, respecto de quienes estuvieren cumpliendo o tuvieren que cumplir dos o más condenas impuestas por sentencias distintas que, a la fecha de publicación de esta norma se encontraren ejecutoriadas. Asimismo, tampoco procederán los beneficios aludidos respecto de los que tuvieren la calidad de reincidentes o se encuentren condenados por uno o más de los delitos de homicidio, secuestro, robo con violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas, sustracción o corrupción de menores, aborto, violación, abusos deshonestos, sodomía, los contemplados en los artículos 361 a 367 del Código Penal y conducción en estado de ebriedad causando la muerte o lesiones graves o gravísimas.”.


Tampoco se concederán estas rebajas a los que hubieren sido condenados por los delitos previstos en los artículos 150 y 255 del Código Penal;  en el Título I del Libro II y en el Párrafo 10 del Título VI del Libro II del Código Penal;  en el Título II del Libro III del Código de Justicia Militar;  en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado;  en la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad y en las leyes Nºs. 18.403 y 19.366, que sancionan el tráfico ilícito de drogas y estupefacientes.


Artículo 4º.- Quedarán siempre exceptuados de las rebajas de penas señaladas precedentemente, aquellos delitos que hubieren producido muerte, lesiones graves o gravísimas, o en que las víctimas sean menores de edad.


Artículo 5º.- Asimismo, no podrán gozar de este beneficio aquéllos que habiendo obtenido la libertad condicional, ésta les hubiere sido revocada.


Artículo 6°.- Concédese, asimismo, indulto general, consistente en la condonación de todo el saldo de las penas que le restan por cumplir, a los condenados privados de libertad que padezcan alguna enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, que les impida desplazarse por sus propios medios, debidamente comprobada mediante informe emitido por el Instituto Médico Legal y cuya condena no se motivare en infracciones a la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.


En este último caso, conmútase el saldo de la pena que reste por cumplir, por la de extrañamiento. Dicha conmutación sólo tendrá efecto una vez que se acredite en el respectivo proceso que un Estado extranjero acepta recibir en su territorio al o los beneficiados.


Artículo 7º.- Los beneficios que concede esta ley se encuentran sujetos a la condición de que sus beneficiarios no vuelvan a cometer un crimen o simple delito durante el tiempo que le hubiere restado al cumplimiento de su condena de no haber procedido el indulto. En este caso, dichas personas sufrirán la pena aplicable al nuevo crimen o simple delito que cometieren, debiendo cumplir, además, el período que se hubiere rebajado por aplicación del indulto.”.





Se designó Diputado Informante  al señor Sergio Elgueta Barrientos..





SALA DE LA COMISIÓN,  a 16 de enero de 2001




















	Tratado y aprobado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fechas 9 y 16 de enero, con asistencia de los Diputados y Diputadas Laura Soto González (Presidenta), Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Juan Antonio Coloma Correa, Sergio Elgueta Barrientos, Alberto Espina Otero, María Pía Guzmán Mena, Enrique Krauss Rusque, Zarko Luksic Sandoval e Ignacio Walker Prieto.
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� Se conmuta el saldo de la pena que reste por cumplir por la pena de extrañamiento.


Cabe señalar que la Constitución de 1980, en su texto original, impedía tanto la amnistía como el indulto de los delitos terroristas y la libertad provisional de los procesados por los mismos, situación que se vio modificada por la ley N° 19.055, de 1 de abril de 1991, que reformó el artículo 9° de la Carta Fundamental en los términos actualmente vigentes, es decir prohibiendo el indulto particular, salvo para conmutar la pena de muerte por la de presidio perpetuo, con excepción de los cometidos  antes del 11 de marzo de 1990, como lo dispone su disposición trigésimaprimera transitoria.


� Este delito, que se contemplaba en el artículo 366 del Código Penal, ha sido reemplazado por el de abusos sexuales, contenido en los artículos 366 al 366 quater del Código Penal.


� Violación, estupro, sodomía, abusos sexuales y prostitución de menores.


� El artículo 103 del Código Penal establece que si el inculpado se presentare o fuere habido antes de completar el tiempo de la prescripción de la acción penal o de la pena, pero habiendo ya transcurrido la mitad del que se exige, en sus respectivos casos, para tales prescripciones, deberá el tribunal considerar el hecho como revestido de dos o más circunstancias atenuantes muy calificadas y de ninguna agravante y aplicar las reglas de los artículos 65, 66, 67 y 68 sea en la imposición de la pena, sea para disminuir la ya impuesta.


Esta regla no se aplica a las prescripciones de las faltas y especiales de corto tiempo.
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